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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente: 

Fernán Camilo Valencia López 

Pereira,  veintinueve de septiembre de dos mil nueve
Acta  Nº 505.  

En esta providencia decide la Sala el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el demandante Fernando Peña Mejía, contra el auto de 12 de junio pasado, por medio del cual el Juzgado Tercero de Familia rechazó la demanda ordinaria sobre declaración de unión marital de hecho y consecuente declaración de existencia de una sociedad patrimonial, que presentó contra Hernando García Salazar y María Ibe Puerta de García en su condición de herederos del señor Luis Alberto García Puerta. 

ANTECEDENTES

1. La demanda fue inicialmente inadmitida por el despacho de primera instancia porque no se allegó el registro civil de nacimiento del señor García Puerta ni la de matrimonio de sus padres demandados, con el fin de acreditar el parentesco correspondiente. Igualmente en razón de que no se había hecho la manifestación que exige el artículo 81 del Código de Procedimiento Civil acerca de la iniciación del proceso de sucesión del citado causante. 
2. Para subsanar los defectos anotados, el actor manifestó que no había encontrado registro que acreditara que se hubiera iniciado la mortuoria “del señor LUIS ALBERTO GRACIA PUERTA” (sic); que debía requerirse a los demandados para que al replicar la demanda allegaran la prueba de su matrimonio o indicaran la oficina donde podría hallarse; y respecto del registro civil de nacimiento del causante expresó que adjuntaba el de bautismo de Luis Alberto García Puerta y que: “…Si bien aparece en el registro civil de nacimiento el registrado CARLOS GIRALDO GARCÍA PUERTA (sic), se puede deducir que se trata de la misma persona” en razón de la fecha del nacimiento y el nombre de sus padres, “lo que indica que hubo un error al momento de abrir el folio correspondiente al registro civil y así si reciban (sic) los certificados de tradición allegado (sic), aparece el nombre de LUIS ALBERTO GARCÍA PUERTA.” 
3. En cuanto al último de los requisitos, el despacho no encontró que se hubiera subsanado puesto que la partida de nacimiento adjuntada corresponde a Carlos Gilberto García Puerta, y el libelo se refiere a Luis Alberto García Puerta, que son dos personas diferentes, de tal manera que la parte demandante debió acudir a los procedimientos legales para la debida corrección de la partida y remediar de tal forma el defecto anotado, antes de intentar la proposición de la demanda ordinaria. Por tanto, la rechazó. 
4. Para fundar el recurso de apelación, se insiste en el argumento según el cual la partida eclesiástica de bautismo presentada se refiere al señor Luis Alberto García Puerta ya “que no es posible que una pareja tenga dos hijos en la misma fecha a no ser que se trate del nacimiento de mellizos o gemelos”. Y que el aquí demandante no habría podido promover la respectiva corrección del registro civil de Carlos Gilberto García Puerta pues no tendría legitimidad para ello, la misma que solo obtendría cuando logre la declaración de su condición de compañero permanente del difunto. Y que además, era un hecho notorio que el señor García Puerta era conocido como Luis Alberto tanto en sus relaciones laborales como de negocios. 
CONSIDERACIONES

En resumen pretende la parte apelante que se dé valor a la partida de bautismo presentada, como prueba del nacimiento de Luis Alberto García Puerta. Pero ocurre que a partir de la vigencia del decreto ley  1260 de 1970, los hechos del estado civil solo pueden demostrarse según la época de su ocurrencia de la siguiente manera: los generados antes de 1938 pueden acreditarse mediante copias eclesiásticas o del registro civil; los posteriores a la vigencia de la ley 92 de 1938 y anteriores al 5 de agosto de 1970, con las del registro civil y en subsidio, con las eclesiásticas; y las ocurridas luego de la última fecha, en la que entró a regir el citado decreto 1260, con solo las copias del registro civil. Al respecto existe una tarifa legal probatoria que indica que no son los particulares los que pueden señalar cómo prueban los hechos y actos que determinan el estado civil.  
De tal manera que en cuanto hace con el nacimiento del señor García Puerta, visto que acaeció en 1954, la prueba pertinente para su acreditación y todos los efectos resultantes es la del registro civil y en subsidio, la de la partida de origen parroquial. O sea que, entonces, esta última colmaría los requisitos en caso de que con ella pretendiera suplirse la ausencia de la civil. Tal evento no es el que aquí se presenta, puesto que se alega que la partida notarial de nacimiento de Carlos Gilberto es la misma de aquél a quien por el bautismo de la Iglesia Católica se llamó Luis Alberto, asunto de índole diversa, y ya que no puede deducirse prima facie que uno y otro sean la misma persona y por tanto, al demandante correspondía haber clarificado la situación por medio del adelantamiento de las gestiones para la corrección previamente a la incoación de la demanda ordinaria, como adujo el Juzgado. 
Sin que sea válido aducir que no podría hacerlo. De hecho no lo ha intentado ya que esto es lo que se desprende de su alegación sobre el particular. Pero siguiendo un criterio amplio bien cabría deducir que su intervención en ese sentido estaría ligada a un interés jurídico suficiente como para que pudiera atenderse su petición de tramitar la corrección, puesto que estaría en condiciones de ser calificado como persona interesada en la corrección según los términos del artículo 91 del decreto 1260 de 1970. Según expresa el tratadista Ugo Rocco  “el criterio básico para determinar la legitimación para obrar está constituído por la titularidad efectiva o solamente afirmada de la relación o del estado jurídico”, con base en lo cual se ha afirmado que “dentro de los interesados están las personas a que se refiere el registro, por sí o por medio de sus representantes legales, y sus herederos pero puede que haya otros interesados que no son propiamente representantes del interesado. Entonces el interés jurídico para obrar debe estar relacionado con el móvil jurídico particular que induce al peticionario a reclamar la intervención del Órgano Jurisdiccional, o los servicios notariales, según el caso, para corregir los errores.”

De todo lo cual se concluye, que estuvo acertada la decisión de primera instancia, y se procederá a darle el consiguiente respaldo. 

Por lo expuesto, este Tribunal Superior de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, CONFIRMA la providencia apelada. Sin costas. 

Notifíquese

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos 
   
          
Jaime Alberto Saraza Naranjo
                                         

            (con salvamento de voto) 
� Marín Morales Alfonso. Citado por Jorge Angarita Gómez en su libro “Estado civil y nombre de la persona natural”. Librería Jurídica Sánchez R. Ltda. Bogotá. 1995, página 240. 





